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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno HÉCTOR FABIO CARMONA TORO contra el auto interlocutorio proferido el once (11) de septiembre del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de libertad condicional que fuera presentada.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al interno, tuvo en cuenta que para accederse al beneficio de la libertad condicional debían  cumplirse los requisitos exigidos en el artículo 64 del Código Penal. Para el caso, no se habían superado las tres quintas (3/5) partes de la pena puesto que con las redenciones a las que había accedido había descontado cuarenta y ocho (48) meses y diecisiete (17) días para el momento en que se fechó tal providencia. En ese orden de ideas, dado que la pena redosificada era del orden de noventa y ocho (98) meses y 19 días de prisión, la fracción anotada correspondía a cincuenta y nueve (59) meses y cinco (5) días.
De manera adicional, se le recordó al peticionario que ante la solicitud de rebaja punitiva del 10%, que equivalía a once (11) meses y quince (15) días, este Tribunal había sido claro en dosificar la pena en los términos que habían sido señalados previamente. 
3.-  RECURSO

El interno señala que la rebaja por cuenta de la ya no vigente Ley 975 de 2005 -sic- le fue mal aplicada, puesto que la misma en lugar de ser restada de la condena, debió ser sumada al tiempo de redención de pena del condenado, tal como lo ordena la jurisprudencia nacional.

Refiere además, que ha observado un excelente comportamiento dentro del penal, muestra clara de su compromiso personal ante la sociedad y real voluntad de arrepentimiento, reflexión y resocialización; lo que al parecer pasa inadvertido para el señor Juez, lo que no contribuye al propósito de cambio adoptado por el sentenciado.

Refiere además, que es padre de familia con hijos menores que dependen de él, quien por demás es persona que en un momento de su vida se dejó llevar por reacciones de impulso que le cegaron la razón.

Finalmente, señala que de aplicarse el beneficio sumado al tiempo de redención, estaría pasado para el período de tiempo correspondiente a las tres quintas (3/5) partes de la pena, lo que le permitiría acceder a la libertad condicional.
4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia territorial y funcional para desatar la impugnación hecha contra la providencia dictada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
De cara a los argumentos del interno, debe decir el Tribunal que contrario a lo por él manifestado en su memorial de sustentación del recurso, no se ha desconocido la calidad del comportamiento que ha desplegado en el centro penitenciario donde actualmente se encuentra recluido, en aras de estudiar su solicitud de libertad condicional. Lo que acontece es que ante la presencia de dos (2) exigencias consagradas en el artículo 64 del Código Penal, una referida al tiempo de internación y otra, a la conducta desplegada durante la ejecución de su pena; se torna indispensable en primer término determinar si se satisface o no el factor objetivo, es decir, haber descontado las tres quintas (3/5) partes de la pena
. Al no cumplirse tal requisito no tenía sentido pasar a analizar lo atinente con el comportamiento del recluso.
Aclarado lo anterior, entra el Tribunal a definir el asunto principal del recurso. Para el efecto, debe decirse que a simple vista, razón le asiste al apelante, cuando refiere que las rebajas punitivas concedidas en aplicación del principio de favorabilidad deben abonarse al tiempo efectivamente purgado. Así lo establece no solo la jurisprudencia
, sino el mismo artículo 481 de la Ley 600 de 2000
 en su inciso tercero, del siguiente tenor: La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere imponerse.

Sin embargo en la práctica, es necesario antes de apegarse al sentido estricto de la norma,  realizar pluralidad de cálculos para establecer la forma de disminución que más se acomode a los intereses del interno, en especial porque tal como acontece en este evento, el artículo 351 del Nuevo Código de Procedimiento Penal no establece una rebaja fija, sino una que podrá ser hasta del 50%. En esas condiciones las variaciones que se hagan sobre la pena, en determinado momento pueden no resultar tan benéficas para el sentenciado, lo que podría ocurrir cuando se pueda llegar a desprender de la rebaja concedida por ejemplo, que el monto de la pena disminuya de tal manera que permita realizar un estudio sobre la suspensión condicional de la ejecución de la pena (36 meses o menos). 
En el presente evento, es necesario determinar cuál interpretación es más favorable para los intereses del interno, luego de lo cual se procederá a adoptar la decisión correspondiente. Debemos partir entonces de la pena que le fuera impuesta por esta Sala en providencia del cuatro (04) de junio de 2004 mediante la cual fijó la pena de prisión en nueve (9) años y siete (7) meses, es decir, ciento quince (115) meses
. Ahora bien, en auto de segunda instancia del tres (3) de agosto pasado, el Tribunal modificó la decisión adoptada en por el señor Juez a-quo y otorgó en aplicación del artículo 351 de la Ley 906 de 2004, un descuento punitivo del orden del treinta y siete (37%) por ciento, equivalente a 64.86 meses, pero además, hecho el ajuste correspondiente por razón del ya no vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, se restaron otros diez (10) meses y veintiocho (28) días de prisión.
De manera esquemática  y para el fin que aquí nos proponemos, tenemos que:

La pena originalmente fijada para el señor CARMONA TORO, antes de aplicarse los descuentos punitivos era de ciento quince (115) meses de prisión. Se le rebajaron entonces en primera medida cinco (5) meses y once (11) días (art. 351 Ley 906 de 2004) y subsiguientemente otros diez (10) meses y veintiocho (28) días más. Así las cosas, la rebaja le reportó una disminución total de dieciséis (16) meses y nueve (9) días. Por tanto, dado que la pena definitiva quedó en noventa y ocho (98) meses y diecinueve (19) días de prisión, las tres quintas partes necesarias para estudiar la concesión de la libertad condicional, señalan que debe haber purgado una pena de cincuenta y nueve (59) meses y cinco (5) días como acertadamente se calculó en la primera instancia.

De otro lado, de conformidad con lo solicitado por el sentenciado, para abonar los descuentos obtenidos como parte de pena cumplida, debemos partir de la sanción originalmente impuesta (115) meses (sin variación alguna). Entonces, tendríamos que para la fecha en que se presenta este proyecto, ha descontado físicamente treinta y cuatro (34) meses y veintiocho (28) días de prisión
. Sumamos el tiempo que ha redimido por trabajo, es decir, ocho (8) meses y cuatro (4) días, más los dieciséis (16) meses y nueve (9) días a los que hicimos referencia anteriormente, con lo cual tenemos que ha purgado un total de cincuenta y nueve (59) meses once (11) días de prisión. Empero, el cálculo para la libertad condicional debe partir de la pena inicial, es decir los 115 meses, y por tanto, sus tres quintas (3/5) partes representan sesenta y nueve meses (69) meses de prisión, los que obviamente tampoco ha cumplido.
De los cálculos anteriores queda claro que en la primera hipótesis, todavía le faltarían al señor CARMONA TORO, a la fecha, dieciséis (16) meses por purgar. En la segunda, solamente le restarían nueve (9) meses y diecinueve (19) días.
Frente a tal diferencia y con respaldo en las operaciones aritméticas efectuadas, concluye el Tribunal en primer lugar, que sea cual fuere el sistema escogido para determinar el cumplimiento del requisito objetivo con miras a conceder la libertad condicional en el presente evento, tal exigencia no se ha satisfecho; en segundo término, que en lo que concierne a la situación particular del señor HÉCTOR FABIO CARMONA TORO, se hace necesario dejar vigente la pena originalmente reconocida por esta misma Sala consistente en catorce (14) años y seis (6) meses de prisión.
Por último, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal vigente para el momento de comisión de los hechos), se le reconoce al interno como tiempo cumplido de su pena, cinco (5) meses y once (11) días acorde con lo dispuesto en el art. 351 Ley 906 de 2004; así como otros diez (10) meses y veintiocho (28) días más, de conformidad con lo reglado en el desaparecido artículo 70 de la Ley 975 de 2005
; de tal manera que la redención a la que accede en total por este concepto, será de dieciséis (16) meses y nueve (9) días de pena, la cual deberá ser sumada al tiempo físico que lleva detenido y a las otras redenciones concedidas por estudio y trabajo.
En ese orden de ideas, se confirmará la decisión impugnada, en cuanto negó la concesión del beneficio pedido, pero se harán las aclaraciones pertinentes a las que se hizo alusión anteriormente. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  
RESUELVE:

Primero: CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada, en cuanto negó la concesión de la libertad condicional.
Segundo: DECLARA que la pena que debe purgar el señor HÉCTOR FABIO CARMONA TORO es la que originalmente le impuso esta misma Sala en decisión del pasado cuatro (4) de junio de 2004, es decir, nueve (9) años y siete (7) días de prisión.
Tercero: De conformidad con lo esbozado en precedencia, se RECONOCE como pena cumplida por parte del señor CARMONA TORO la cantidad de dieciséis (16) meses y nueve (9) días, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, dado que en aplicación del principio de favorabilidad se le concedieron rebajas punitivas por ese lapso.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





       Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  
Magistrado





       Secretaria de la Sala 
� Por favorabilidad penal, al sentenciado lo cobija la norma vigente al momento de empezar a descontar la pena, sin las modificaciones efectuadas por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que resultan ser más gravosas para el caso del interno.


� Cfr, auto de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón.


� Similar norma se reprodujo en el artículo 472 de la Ley 906 de 2004.


� La pena antes del descuento por acogimiento a sentencia anticipada, fue tasada en catorce (14) años y seis (6) meses, equivalentes a ciento setenta y cuatro (174) meses de prisión.


� Está detenido desde el veintisiete (27) de noviembre de 2003.


� En reciente decisión de segunda instancia del 10-08-2006, la Corte Suprema de Justicia. M.P. Dr. Alfredo Gómez Quintero sostuvo: “El reconocimiento de esa garantía es actualmente posible –precisa la Sala- para aquellas personas condenadas antes de la vigencia de la ley 975 que no hayan reclamado dicha rebaja de pena, la cual se justifica en los efectos hacia el futuro de la sentencia de inexequibilidad del artículo”.
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